C.C. Secretarios de la Mesa Directiva

del Senado de la República.
Presentes.
Federico Döring Casar, Senador de la República de la LX Legislatura integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del artículo 71 y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por la fracción II, del artículo 55 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la consideración del Constituyente Permanente por su digno conducto, la siguiente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Correduría Pública.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La presente iniciativa versa sobre la seguridad, certeza jurídica, modernidad, sana competencia y un mejor entorno de competitividad que reclama nuestra sociedad,  conceptos que inciden en la formalización de diversos hechos y actos competencia de la Federación y que son pilares de nuestro desarrollo económico.

La Correduría Pública ha estado presente desde hace siglos. Baste recordar que por Real Cédula de 1527 se instituyó el oficio de Corredor en la Nueva España[1] y que algunos años después se reglamentó la Correduría como aparece en la Recopilación de las Leyes de los Reinos de las Indias. Desde estas primeras leyes se le otorgaron al corredor tres funciones que hasta la fecha conserva y que son: fedatario público, perito valuador y agente intermediario. 

La Ley Federal de Correduría Pública fue aprobada por el H. Congreso de la Unión el 19 de diciembre de 1992, a fin de impulsar la actividad del corredor público, con el propósito de convertirlo en una pieza clave en la agilización de todas las transacciones empresariales y modernización de los instrumentos jurídicos mediante los cuales se formalizan los actos y hechos que inciden en la materia mercantil y otros asuntos de competencia federal. La nueva ley significó, en el papel, una revitalización inusitada de una profesión y función pública de rancio abolengo, que en los últimos 16 años ha sido objeto de ataques velados y abiertos por quienes intentan a toda costa mantener el oligopolio de la fe pública.

La integración comercial y económica de los países a nivel mundial requiere de celeridad y eficiencia en el tráfico jurídico nacional e internacional, conservando el requisito básico para el crecimiento económico de los países, que es la seguridad jurídica.

Dentro de un marco de reordenación económica que pretenda modernizar las actividades económicas del país para incorporarlo competitivamente a la economía mundial contemporánea, es de tomarse como un hecho de suma importancia los costos de las transacciones legales, incluyendo los costos explícitos, como pueden ser los honorarios de un fedatario, y los implícitos, como puede ser el tiempo de trámite de una transacción.
Un estudio publicado en el 2004 por el Banco Mundial, y corroborado en el año 2008[2] , así como en el informe subnacional "Doing Business en México 2009"[3] , revela que en México casi el 80% del costo de empezar un negocio está representado por los costos notariales, lo que lo ubica como un país con costos notariales sumamente elevados. Los costos notariales para la constitución de empresas en el año 2008, oscilan entre los $8,000 y los $12,000 pesos[4] , en donde el promedio nacional de dichos costos asciende a $7,500 pesos para cada empresa. En ese mismo informe se precisa que la competencia de los Corredores Públicos ha tenido influencia en la reducción del costo de los servicios, al ser aquéllos más económicos que los notarios.

El espíritu del legislador, al promulgar la Ley Federal de Correduría Pública, fue el de crear una sana competencia y reconocer al corredor público plenamente su función como fedatario en materia de comercio y en otras materias federales en las que se contempla su intervención, y con ello brindar al público en general la posibilidad de acceso fácil, económico e inmediato a diversos servicios jurídicos especializados en esas materias y promover la habilitación de nuevos Corredores en todo el país.

Actualmente hay aproximadamente 305 Corredores Públicos autorizados para ejercer bajo la Ley Federal de Correduría Pública alrededor de la República Mexicana[5] , quienes han debido acreditar dos rigurosos exámenes de conocimientos en materias tan diversas como fe pública, valuación, arbitraje e intermediación, uno de aspirante y otro definitivo. Por otra parte, en México hay un total de 3,200 notarios aproximadamente[6] , en tanto en el Distrito Federal se ubican alrededor de 250 notarios[7] . Lo anterior resulta en un índice a nivel nacional de 1 notario por cada 34,000 habitantes, en tanto que en el Distrito Federal dicho índice se ubica en 1 notario por cada 35,100 habitantes, lo que ha ocasionado gran deficiencia en el servicio como lo demuestran las cuando menos 88 quejas que se presentaron durante el año 2007 contra diversos notarios del Distrito Federal[8] . Dichas cifras pueden parecer de poca importancia, pero cuando se comparan con las de otros países, resultan alarmantes. En otros países que siguen el llamado sistema del notariado latino, los índices de notario por habitante se ubican muy por debajo de los existentes en México. Resulta sumamente ilustrativo el siguiente cuadro resumen[9] :

País / Lugar     Habitantes                   Nº de Notarios          Proporción Notarios Por Habitante
Alemania           82'000,000                    11,000                                    1 x cada 7,454

Argentina          36'233,947                    7,000                                       1 x cada 5,174

Bélgica              10'309,725                    1,200                                       1 x cada 8,590

Brasil                169'799,170                  8,000                                       1 x cada 21,225

España              41'837,894                    3,000                                       1 x cada 13,945

Francia 6          0'185,831                       7,800                                       1 x cada 7,716

México             107'500,000[10]          3,200                                       1 x cada 34,000

Cd. de México   8'720,916[11]             250                                          1 x cada 35,000

Una economía moderna y dinámica requiere de una oferta creciente de prestadores de servicios de fedación para formalizar los actos con trascendencia jurídica en el proceso de creación, transmisión, uso y disposición de toda clase de bienes, derechos y obligaciones, y requiere que esos servicios sean cada vez de mayor calidad. Una economía con las características indicadas implica la posibilidad de formalizar transacciones en instrumento público a menor costo, con rapidez y con seguridad. 

A 16 años de haber sido promulgada, la Ley Federal de Correduría Pública ha sido objeto de interpretaciones y sofismas que han ocasionado confusión y dudas sobre la actuación de los Corredores Públicos, generando inseguridad e incertidumbre jurídicas en los usuarios de sus servicios. En este contexto, las modificaciones propuestas tienen por objeto la protección a los usuarios de los servicios, así como propiciar seguridad y certeza jurídicas en los actos en que intervengan los Corredores Públicos. La confiabilidad que ofrece un marco jurídico claro y preciso que garantice la seguridad jurídica de las inversiones y en general de las transacciones sujetas a regulación federal es inestimable y a la vez requisito indispensable para cualquier Estado que desee tener una economía moderna y eficiente.

La presente iniciativa conlleva una modernización de nuestras estructuras, siendo necesario un cambio de actitudes para poder generar una mayor apertura y competitividad en lo interno. Se requiere adecuar el marco normativo a las nuevas realidades, las cuales imponen la necesidad de nuevas técnicas, nuevas formas y nuevas actividades y conductas, aprovechando el potencial que ofrece la Correduría Pública en el marco regulatorio competencia de la Federación. 

Nuestro orden jurídico se presenta como una jerarquía de preceptos que integran de forma coherente el ámbito de competencia y aplicación de facultades expresas e implícitas entre la Federación y las entidades federativas. El precepto constitucional que establece la armonía de las normas jurídicas en nuestro sistema es el artículo 133, que establece que la Constitución Política y las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella serán la Ley Suprema de todo el país, teniendo los jueces de cada Entidad Federativa la obligación de acatar lo establecido en las mismas a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.

Con base en lo anterior se establece de forma clara la piramidación de nuestras normas, que se encuentra integrada por tres estratos: el nacional, el local estatal y el local municipal. Tal distinción tiene un perfecto sostén en nuestra Constitución Política, con base en sus artículos 40, 41, 73, 115, 121 y 124, entre otros.

El artículo 121 de nuestra Carta Magna establece que el Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos está facultado para legislar en materia probatoria, es decir que este Congreso está facultado para determinar la manera en que deben probarse los actos, registros y procedimientos, así como sus efectos, sin importar la naturaleza de los actos de que se trate. Como explica el maestro Elizur Arteaga, este precepto constitucional tiene como finalidad "circunscribir el orden jurídico de las entidades federativas a sus límites territoriales"[12] . 

Es necesario resaltar que la fe pública que detenta el corredor público le es delegada por el Ejecutivo Federal, lo que significa que los actos y documentos emitidos por corredor público en el ejercicio de su función gozarán de entera fe y crédito en todos los estados, Distrito Federal y territorios que conforman la Federación. Dentro de esta fe pública se encuentra la de autenticar los actos, contratos y convenios regulados por ordenamientos federales, facultad que el Estado Federal delega en los Corredores Públicos.

El aparente principio contenido en la fracción II del artículo 121 de nuestra Carta Magna, que dice: "Los bienes muebles e inmuebles se regirán por la Ley de su ubicación" no es absoluto ni debe ser interpretado de forma equívoca. La doctrina es unánime al considerar que dicho artículo 121 constitucional es una norma de conflicto de leyes en el espacio recogida del derecho internacional privado, como principio general para resolver precisamente conflictos de leyes entre dos o más países. Dicho principio de derecho internacional privado, que se enuncia como lex rei sitae (los bienes se rigen por la ley del lugar de su ubicación), en nuestro contexto constitucional es aplicable solamente a conflictos de leyes entre ordenamientos de dos o más de nuestras Entidades Federativas, sin que pueda aplicarse a supuestos conflictos entre leyes federales y leyes locales, ya que la ley federal es de aplicación general en todo el territorio nacional.

Las leyes federales que regulan bienes muebles e inmuebles lo hacen dentro de la esfera de facultades reservadas al Congreso de la Unión; si se aplicara de forma absoluta el aparente principio del artículo 121 fracción II de nuestra Constitución Política, resultaría el absurdo que las leyes federales no pudieran regular en ningún caso y bajo ninguna circunstancia a los bienes muebles e inmuebles que caen dentro del ámbito de materias de jurisdicción federal. Respecto a lo antes dicho, la Suprema Corte de Justicia ha planteado lo siguiente[13] :

"... la propiedad es un derecho real que se ejerce sobre un bien mobiliario o inmobiliario, sin el cual tal derecho sería inconcebible... De ahí que respecto de los bienes muebles e inmuebles que se ubiquen dentro de su territorio, las Legislaturas Locales pueden dictar las leyes que regulen su uso, goce y disponibilidad, siempre que... no concierna a ninguno de los ramos o materias que sean de la competencia constitucional del Congreso de la Unión, integrada por las facultades expresas e implícitas de dicho órgano legislativo federal...".

El Art. 121 constitucional no pretende regular el ámbito espacial de validez de la ley federal que, como ya vimos, abarca todo el territorio del Estado Mexicano. Ilustra lo anterior la siguiente tesis jurisprudencial emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que en lo conducente dice[14] : 

"... el artículo 121 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es el cimiento establecido por el federalismo para que pueda aplicarse de manera ordenada y armónica el derecho de un estado de la Federación en otro y constituye también el ligamento a nivel nacional de los diversos ordenamientos jurídicos estatales... el artículo 121, Fracc. II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es ajeno a la formulación de reglas de división de poderes... y sólo establece bases o principios para prevenir posibles diferencias entre los Estados, mas no entre la Federación y uno de sus miembros". 

El Congreso de la Unión tiene la facultad de regular el régimen y modalidades de los bienes muebles e inmuebles cuando en ello incida alguna materia que sea de competencia federal, sea agraria, administrativa, minera, mercantil, marítima, entre otras. Dicha facultad de fijar el régimen y modalidades para el uso, aprovechamiento y disposición de tales bienes comprende la de fijar los requisitos de validez que deban cumplir tales actos.

Complemento del artículo 121 constitucional son los artículos 12 y 13 del Código Civil Federal, en cuanto también son disposiciones normativas de conflicto de leyes en el espacio.

Como regla general, en materia federal sustantiva no tienen aplicación los ordenamientos estatales, atendiendo a lo establecido con toda precisión en las diversas leyes federales que establecen que, a falta de disposición expresa, serán aplicables supletoriamente las normas del Código Civil Federal, entendido éste como el derecho común federal.

Conviene establecer claramente en esta Exposición de Motivos que la forma y formalidades que para su validez deben revestir los actos jurídicos, así como la determinación de sus consecuencias jurídicas, sean relativos a muebles o inmuebles, depende necesariamente de la materia de que se trate, esto es, corresponde al Congreso de la Unión determinar lo anterior cuando se trate de actos que sean de competencia federal. El interpretar de otra forma los preceptos constitucionales nos llevaría a absurdos que no vale la pena mencionar.

Para salvaguardar el federalismo establecido en nuestra Constitución, resulta necesario que el Congreso de la Unión, con base en la facultad que le concede el artículo 73, fracción XXX constitucional, modifique la Ley Federal de Correduría Pública en los términos propuestos en esta iniciativa.

Las materias competencia de la Federación tienen implícita la necesidad de contar con fedatarios públicos que intervengan en la formalización del otorgamiento de diversos actos y en la certificación de hechos que incidan en las mismas, requiriéndose de una normatividad federal precisa y clara que garantice en esos campos seguridad jurídica al Estado Mexicano y por consiguiente a toda la sociedad. A diferencia del corredor público, quien goza de una fe pública de carácter federal, el notario goza de una fe pública local que le es delegada por la Entidad Federativa respectiva. Esto implica que el notario tiene la facultad de autenticar actos, convenios y contratos regulados por la legislación local solamente. El Congreso de la Unión ha optado porque un fedatario federal, el corredor público, esté facultado para autenticar actos, hechos, convenios y contratos relacionados con las materias que regula nuestra legislación federal, a efecto de poder asegurar a nivel nacional la prestación oportuna y suficiente de este servicio de interés público para el Estado Federal, de interés general para nuestra sociedad, y nacional y socialmente necesario para así proteger la actividad económica de los particulares que demandan seguridad y certeza jurídicas en las operaciones en que intervienen. 

La aprobación de esta iniciativa hará más accesibles los servicios de fe pública en beneficio de la sociedad en general en un ambiente de seguridad jurídica y libre competencia. De la presente iniciativa no deriva la desaparición del notariado local en materia federal ya que, una motivación relevante a ésta lo es precisamente el impulsar una mayor competencia y mejorar el entorno de competitividad en beneficio de la  propia sociedad.

La presente iniciativa constituye un esfuerzo importante en aras de afianzar nuestro desarrollo económico, basado en esquemas de fortalecimiento a la seguridad y certeza jurídicas en un marco moderno de legalidad y libre competencia. 

Acorde con lo anterior, la iniciativa contempla que el corredor público en ejercicio de cualquiera de sus funciones podrá intervenir en todas aquellas materias que son competencia de la Federación, de ahí la propuesta incluso de ampliar la denominación de la Ley Federal de Correduría Pública, para quedar como Ley General de Correduría Pública y Fedacion Federal. Se establece que el corredor público también podrá fungir como prestador de servicios de certificación, lo cual se apega a las reformas al Código de Comercio aprobadas por el H. Congreso de la Unión. 

A efecto de evitar sofismas e interpretaciones erróneas, la iniciativa precisa que todos los registros, actos, hechos y convenios sobre toda clase de bienes y derechos regidos por leyes federales o que sean competencia de la Federación, se sujetarán en todo a la legislación federal que los rija.

Se conserva el principio de que en su función de fedatario público el corredor público sólo puede actuar en la entidad federativa para la cual fue habilitado, si bien se aclara que también puede actuar en aquellas zonas donde ejerce jurisdicción la Federación conforme a lo estipulado en nuestra Constitución y tratados internacionales, aclaración relevante en cuanto a diligencias que tengan que efectuarse, por ejemplo, en plataformas marítimas ubicadas en nuestros mares.

De igual forma, se conservan intactos los requisitos para ser habilitado como Corredor Público en aras de proteger al prestatario del servicio.

Para evitar interpretaciones erróneas, se aclaran aspectos conceptuales de los instrumentos públicos otorgados ante corredor público y se precisan algunas modalidades en el ejercicio de sus funciones como fedatario público bajo diversos supuestos, tales como en diligencias de fe de hechos y notificaciones, ratificaciones de firmas y en el cotejo de documentos.

A fin de proteger la seguridad y certeza jurídicas de los instrumentos otorgados ante corredor público, la iniciativa plantea tipificar como delito el suministro de documentación falsificada o información falsa, a sabiendas, a un corredor público que sirva como antecedente o se asiente en el instrumento público respectivo. Así mismo, para proteger el carácter de instrumento público que hace prueba plena, se contempla tipificar como delito al que sin motivo fundado niegue la validez o fuerza probatoria de tales instrumentos públicos otorgados ante corredor.

En suma, la presente iniciativa contempla que el orden jurídico mexicano posea unidad y coherencia del cual se pueda desprender una exacta aplicación del derecho federal por las autoridades encargadas de aplicarlo e interpretarlo, y mantener la seguridad y certeza jurídicas en el ámbito federal en el que interviene el corredor público.

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar ante esta Honorable Asamblea la siguiente Iniciativa con proyecto de 

DECRETO POR EL QUE SE MODIFICA LA DENOMINACIÓN Y SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY FEDERAL DE CORREDURÍA PÚBLICA.
ARTICULO ÚNICO: Se modifica la denominación de la Ley Federal de Correduría Pública por Ley General de Correduría Pública y Fedación Federal; se reforman los artículos 1, 2, 3,4 en su fracción I, 5, 6 en sus fracciones V, VI, y VII; se adicionan dos párrafos al artículo 4 y los artículos 24 y 25; y se deroga la fracción XII del artículo 20; todos del referido ordenamiento, para quedar como sigue:

LEY GENERAL DE CORREDURÍA PÚBLICA Y FEDACIÓN FEDERAL
ARTICULO 1o.- La presente ley es de orden público y de observancia general en toda la República. Su objeto es regular la función del corredor público y a la correduría pública en general. 
ARTICULO 2o.- La aplicación de la presente ley corresponde al Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Economía, con la participación que corresponda a las autoridades estatales.
Cuando esta ley haga referencia a la Secretaría, se entenderá la Secretaría de Economía. 
ARTICULO 3o.- ... 

I.- Asegurar la eficacia del servicio que prestan los corredores públicos, como auxiliares del comercio, como fedatarios públicos, y como auxiliares de la administración de justicia, cuidando siempre la seguridad jurídica en los actos en que intervengan;
II a VI. ... 

ARTICULO 4o.-...

Serán plaza de libre ejercicio para los corredores aquellos lugares en los que la Federación tenga competencia y ejerza su jurisdicción.
Cuando los corredores públicos actúen como fedatarios en plaza distinta a la suya, de conformidad con el párrafo anterior, deberán señalarlo de manera expresa en los instrumentos en que otorguen su fe pública.
ARTICUO 5o.- Los corredores públicos podrán ejercer sus funciones fuera de la plaza respectiva. Cuando actúen como fedatarios lo podrán hacer únicamente dentro de la plaza para la que fueron habilitados, o en los lugares o territorios de la jurisdicción o competencia Federal a que se refiere el artículo 4º de esta Ley, aunque los actos que se celebren ante su fe podrán referirse a cualquier otro lugar.

ARTICULO 6o.- ... 

I a IV.-... 

V.- Actuar como fedatario público para hacer constar los contratos, convenios y actos jurídicos contemplados en la legislación federal expedida por el Congreso de la Unión, así como para hacer constar los contratos, convenios y actos jurídicos que le autoricen las leyes locales; cuando el acto jurídico de que se trate implique la creación, modificación, transmisión o extinción de derechos reales sobre bienes inmuebles, éste se formalizará mediante póliza;
VI.-  Actuar como fedatario público para hacer constar hechos jurídicos en general;
VII.- El Cotejo y certificación de las copias de documentos que haya tenido a la vista independientemente de su naturaleza; y
VIII.- ...
Las funciones que se establecen en las fracciones I, II, III, y IV, se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en otras leyes, y no se consideran exclusivas de los corredores públicos.
ARTICULO 7o.- Sólo podrán ostentarse como corredores las personas habilitadas por la Secretaría, en los términos de esta ley. La infracción a este precepto será sancionada con una multa hasta por el equivalente a 500 veces el salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, monto que podrá imponerse diariamente mientras persista la infracción, sin perjuicio de la responsabilidad penal que resulte y sin perjuicio  de las sanciones previstas en la legislación de la entidad federativa donde se realice dicha conducta.  En caso de tratarse de profesionistas o agentes de ventas, además se les aplicarán las sanciones previstas en el artículo 250 del Código Penal Federal.
ARTICULO 16.- Los corredores diariamente, por orden de fecha y bajo numeración progresiva, formarán archivo de las pólizas y actas de los actos en que intervengan y en el mismo orden asentarán el extracto de las pólizas en un el libro especial que llevarán al efecto y que se denominará de registro, el cual deberá estar formado por volúmenes de doscientas cincuenta hojas foliadas y que no deberá tener raspaduras, enmendaduras, o abreviaturas.
El libro de registro y el archivo deberán llevarse con estricto apego a lo dispuesto por esta ley y su reglamento. 
ARTICULO 18. Póliza es el instrumento redactado por el corredor para hacer constar en él un acto jurídico, convenio o contrato en el que esté autorizado a intervenir como fedatario.
Acta es la relación escrita de un hecho jurídico.
Las actas y pólizas autorizadas por los corredores son instrumentos públicos y los asientos de su libro de registro y las copias certificadas y demás ejemplares que expida de las pólizas, actas y asientos, son documentos públicos que hacen prueba plena de los contratos, actos jurídicos y hechos respectivos.
ARTÍCULO 19.-... 

I a IV.-... 

V.- Elaborarse en español. 

Podrán asentarse palabras en otro idioma que sean generalmente usadas como términos de ciencia o arte, o que sean usadas como nombre o marca o aviso comercial, o en actas y pólizas cuando se trate de transcripciones literales o de lo percibido por el corredor público respectivamente;
Los documentos que se le presenten en idioma extranjero deberán ser traducidos por perito traductor reconocido por alguna autoridad. No se requerirá traducción cuando se trate de documentos presentados para cotejo, o cuando se trate de dar fe de hechos de la entrega o recepción de documentos o para realizar el reconocimiento o puesta de firmas en cuyo caso el corredor no incurrirá en responsabilidad cuando las partes le declaren que conocen y entienden el contenido del documento. 
VI a XIII.- ... 

ARTÍCULO 20.- ... 

I a IV.- ... 

V.- Ser servidores públicos, notarios o militares en activo. 
VI a X.- ... 

XI.- Actuar como fedatario en actos que le sean expresamente prohibidos por alguna ley; 

XII.- DEROGADA. 

XIII.- ... 

ARTICULO 21.- ... 

I a II.- ... 

III.- Suspensión hasta por seis meses en caso de reincidencia y por violar alguna de las prohibiciones de las fracciones VII, VIII, IX y XIII del artículo 20 de esta Ley;
ARTÍCULO 24.- Se impondrá pena de tres a seis años de prisión, y multa de entre 500 a 10,500 veces el salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, sin perjuicio de la responsabilidad civil en que incurra:
I.- A toda aquella persona que a sabiendas, presente documentación falsificada o rinda información falsa a un corredor público, que sirva como antecedente para el otorgamiento de un instrumento u otro documento expedido en ejercicio de sus funciones.
II.- A toda aquella persona que sin motivo fundado niegue la validez o fuerza probatoria de los instrumentos públicos otorgados ante corredor público; la sanción se duplicará en caso de que el infractor o su representante tenga título de licenciado en derecho o abogado.
III.- Al solicitante de un avalúo que, a sabiendas, presente documentación falsificada o rinda información falsa a un corredor público, que sirva como antecedente para la formación del documento; 
V.- A todo aquel que produzca instrumentos públicos en los que consten actos jurídicos que por virtud de la ley requieran otorgarse ante Corredor Público para su validez.
ARTÍCULO 25.- Las autoridades deberán prestar auxilio al Corredor Público que así lo solicite para la realización de sus funciones. 
TRANSITORIOS
PRIMERO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- El Ejecutivo Federal, contará con un plazo de 120 días a partir de la entrada en vigor del presente decreto para expedir un nuevo Reglamento. 

TERCERO.- A partir de la entrada en vigor del presente decreto, las menciones que en otras disposiciones de carácter federal se hagan respecto a notario, fedatario, fedatario público, escritura, acta notarial, protocolo, protocolización, o cualquier otro similar se entenderán referidas al Corredor Público, Póliza, acta autorizada por Corredor Público, Formalización de documentos ante Corredor Público, al libro de registro del corredor público y al hecho de asentar algún acto o hecho en el libro de registro del corredor, respectivamente.

CUARTO.- Los Corredores Públicos que a la entrada en vigor del presente decreto, ejerzan simultáneamente la función de notario podrán continuar con el ejercicio de ambas funciones en tanto no exista incompatibilidad de acuerdo con la legislación local aplicable, pero en ningún caso podrán ser corredores públicos en una plaza y notarios en otra entidad federativa. 

Recinto Legislativo de Xicoténcatl,
20 de noviembre de 2008

Sen. Federico Döring Casar


[1] VARGAS, García Salomón, "ALGUNOS COMENTARIOS SOBRE EL COMERCIO ELECTRÓNICOY LA CORREDURÍA PÚBLICA", Ed. Porrúa, México, 2004, pp 113

[2] Doing Business 2008 http://espanol.doingbusiness.org/documents/fullreport/2008/DB_08_Full_Report_Spanish.pdf
[3] Doing Business 2009, http://espanol.doingbusiness.org/ExploreEconomies/?economyid=127
[4] Arancel de Notarías del Distrito Federal http://www.contraloriadf.gob.mx/prontuario/vigente/885.htm

[5] Secretaría de Economía, www.correduriapublica.org.mx
[6] Colegio de Notarios del Distrito Federal, http://www.colegiodenotarios.org.mx/prensa/cndfpf.htm
[7] ibidem

[8] Fuente: Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos, Consejería Jurídica, Gobierno del Distrito Federal.

[9] Fuente: Estudio realizado por el Colegio Nacional de Correduría Pública Mexicana, A.C. 

[10] Fuente: Consejo Nacional de Población

[11] Fuente: Ibidem

[12] ARTEGA Nava, Elizur, "DERECHO CONSTITUCIONAL ESTATAL" México, Porrúa, 1988, pp. 63. 

[13] AR 686/99, Novena Epoca, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación, Tomo XII, diciembre de 2000, p. 256. 

[14] Informe rendido por su Presidente en el año de 1987, primera parte, p. 898.- Amparo en revisión 1559/83, Ana María Caballero, 23 de junio de 1987. 

PAGE  
1

